
 
 
 

Publicidad y Pruebas en el Procedimiento de la 
Universidad Nacional Autónoma de México 
respecto al Plagio de una Tesis Profesional 

 
Hugo Alberto Arriaga Becerra* 

 
 En fechas recientes nos hemos enterado por la prensa de la evolución del caso referido 
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la Nación. En torno a este problema, se ha promovido un juicio de garantías para impedir que 
el procedimiento seguido por la Universidad se publicite en cualquier medida. Lo anterior 
tiene diversas implicaciones jurídicas que es conveniente acotar. 
 
 I.- Derecho a la Información.- En primer lugar, debemos advertir que los Ministros 
de la Suprema Corte de Justicia de la Nación son servidores públicos del más alto nivel, que 
son considerados así por el Título Cuarto de la Constitución Federal1, que en su artículo 108 
los enuncia como sujetos de control. A eso se suma su categoría de integrantes del más alto 
tribunal del país, conforme a los artículos 94, 95 y 96, con especiales atribuciones en los 
ordinales 105 y 107 de la propia Carta Magna. 
 
 Dicha condición, genera una serie de consecuencias jurídicas que el propio Poder 
Judicial de la Federación ha evidenciado en diversas tesis, y que importan que dado el cargo 
que se ocupe en el Gobierno del país, y las potestades jurídicas de las que se sea titular 
relacionadas con el servicio público, se justifica el mayor escrutinio al que están sometidos los 
funcionarios, quienes deben tolerar una mayor intromisión en su derecho al honor, a la vida 
privada y a la propia imagen cuando reciban cuestionamientos sobre su desempeño en el 
cargo, puesto que cualesquiera afirmaciones y apreciaciones sobre su actuación, fomentan la 
transparencia y crítica de la gestión estatal en un ámbito particularmente sensible para el 
desarrollo nacional, como sin duda es el caso de los Ministros de la Suprema Corte de Justicia 
de la Nación2. 
 
 Es bajo esa misma perspectiva, que la propia Suprema Corte de Justicia de la Nación 
ha estimado que las expresiones e informaciones atinentes a los funcionarios públicos gozan 
de un mayor grado de protección, en razón de la naturaleza pública de las funciones que 
cumplen, por lo que los servidores públicos deben tener un umbral mayor de tolerancia ante la 
crítica. Así, el mero hecho de que la información de que se trate esté relacionada con el 
control ciudadano sobre su desempeño, hace la información relevante para el conocimiento 
público3. 

 
1 Título Cuarto. De las Responsabilidades de los Servidores Públicos, Particulares Vinculados con Faltas 
Administrativas Graves o Hechos de Corrupción, y Patrimonial del Estado. 
2 En ese sentido es aplicable el criterio contenido en la Tesis 1a. CL/2014 (10a.) que se lee en la Gaceta del 
Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 5, Abril de 2014, Tomo I, Primera Sala, página 808 
(Registro 2006174), que enseña: “LIBERTAD DE EXPRESIÓN Y DERECHO A LA INFORMACIÓN. LOS 
FUNCIONARIOS UNIVERSITARIOS DEBEN TOLERAR UNA MAYOR INTROMISIÓN EN SU 
DERECHO AL HONOR, A LA VIDA PRIVADA Y A SU PROPIA IMAGEN, CUANDO RECIBAN 
CRÍTICAS SOBRE SU DESEMPEÑO EN EL CARGO.- La naturaleza jurídica de las universidades autónomas, 
como organismos descentralizados del Estado con personalidad jurídica y patrimonio propio, en donde se imparte 
educación en los niveles establecidos en el artículo 3o. de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, les confiere a sus funcionarios diversas potestades administrativas relacionadas con un servicio de 
carácter público. Así, tal circunstancia justifica el mayor escrutinio al que están sometidos los funcionarios 
universitarios, quienes deben tolerar una mayor intromisión en su derecho al honor, a la vida privada y a la 
propia imagen cuando reciban cuestionamientos sobre su desempeño en el cargo, máxime que las afirmaciones y 
apreciaciones sobre su actuación fomentan la transparencia y crítica de la gestión estatal en un ámbito 
particularmente sensible para el desarrollo nacional, como es la educación pública superior”. 
3 Así se desprende de la Tesis 1a. CLII/2014 (10a.) que se aprecia en la Gaceta del Semanario Judicial de la 
Federación, Décima Época, Libro 5, Abril de 2014, Tomo I, Primera Sala, página 806 (Registro 2006172), que 
reza: “LIBERTAD DE EXPRESIÓN Y DERECHO A LA INFORMACIÓN. CONCEPTO DE INTERÉS 
PÚBLICO DE LAS EXPRESIONES, INFORMACIONES, IDEAS Y OPINIONES SOBRE FUNCIONARIOS 
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 Lo anterior es así, porque en un régimen jurídico democrático, se debe admitir que 
frente a actuaciones de los medios de comunicación en ejercicio de los derechos a expresarse e 
informar, quienes desempeñan responsabilidades públicas no pueden tener la misma tutela 
respecto de su intimidad y respeto al honor, sino que necesaria e inevitablemente gozan de una 
menor resistencia normativa general que los ciudadanos ordinarios. Esto obedece al tipo de 
actividad que han decidido desempeñar, que exige un escrutinio público intenso de sus 
actividades. Tratándose de la intimidad o del derecho al honor, la condición de los 
funcionarios y con mayor razón los de más elevado rango, puede dotar de interés público a la 
difusión y general conocimiento de datos que, pudiendo calificarse en principio como 
“privados” desde ciertas perspectivas, guardan clara conexión con aspectos que es deseable 
que la ciudadanía conozca para estar en condiciones de juzgar adecuadamente su desempeño 
como servidores o titulares de cargos públicos. Las actividades desempeñadas por las personas 
con responsabilidades públicas interesan a la sociedad, y la posibilidad de crítica que esta 
última pueda legítimamente dirigirles debe entenderse con criterio amplio, máxime que como 
se ha acotado, el funcionario público se expone voluntariamente al escrutinio de la sociedad al 
asumir ciertas responsabilidades profesionales, a lo que se suma que por su condición, cuanta 
con una mayor influencia social y está en posibilidad de acceder con facilidad a los medios de 
comunicación para dar explicaciones o reaccionar ante hechos que lo involucren4. 

 
Y CANDIDATOS.- La jurisprudencia de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación ha reconocido que las 
expresiones e informaciones atinentes a los funcionarios públicos, a particulares involucrados voluntariamente en 
asuntos públicos, y a candidatos a ocupar cargos públicos, gozan de un mayor grado de protección. Tales 
personas, en razón de la naturaleza pública de las funciones que cumplen, están sujetas a un tipo diferente de 
protección de su reputación o de su honra frente a las demás personas, y correlativamente, deben tener un umbral 
mayor de tolerancia ante la crítica. Ahora bien, a fin de determinar si cierta expresión sobre algún funcionario o 
candidato a ocupar un cargo público tiene relevancia pública no se requiere que un determinado porcentaje de la 
población concentre su atención en la controversia o que los líderes de opinión se refieran a ella, pues el mero 
hecho de que la expresión esté relacionada con el control ciudadano sobre su desempeño hace la información 
relevante”. 
4 Dicho criterio se ubica en la Tesis 1a. CCXIX/2009 visible en la Novena Época del Semanario Judicial de la 
Federación y su Gaceta, Tomo XXX, Primera Sala, Diciembre de 2009, página 278 (Registro 165820), del tenor 
literal siguiente: “DERECHOS AL HONOR Y A LA PRIVACIDAD. SU RESISTENCIA FRENTE A 
INSTANCIAS DE EJERCICIO DE LA LIBERTAD DE EXPRESIÓN Y EL DERECHO A LA 
INFORMACIÓN ES MENOR CUANDO SUS TITULARES TIENEN RESPONSABILIDADES PÚBLICAS.- 
Los ordenamientos jurídicos de las democracias actuales cuentan con un abanico legal o jurisprudencialmente 
asentado de reglas acerca de qué es y qué no es un equilibrio adecuado entre estos derechos a la luz de las 
previsiones constitucionales aplicables. Una de estas reglas, ampliamente consensuada en el ámbito del derecho 
comparado y del derecho internacional de los derechos humanos -precipitado de ejercicios reiterados de 
ponderación de derechos, incluidos los encaminados a examinar las ponderaciones vertidas por el legislador en 
normas generales- es aquella según la cual, frente a actuaciones de los medios de comunicación en ejercicio de 
los derechos a expresarse e informar, quienes desempeñan, han desempeñado o desean desempeñar 
responsabilidades públicas tienen pretensiones en términos de intimidad y respeto al honor con menos 
resistencia normativa general que los ciudadanos ordinarios. Ello es así por motivos estrictamente ligados al 
tipo de actividad que han decidido desempeñar, que exige un escrutinio público intenso de sus actividades. 
Tratándose de la intimidad en ocasiones su condición puede dotar de interés público a la difusión y general 
conocimiento de datos que, pudiendo calificarse de privados desde ciertas perspectivas, guardan clara conexión 
con aspectos que es deseable que la ciudadanía conozca para estar en condiciones de juzgar adecuadamente su 
desempeño como servidores o titulares de cargos públicos. Con el derecho al honor sucede algo similar: las 
actividades desempeñadas por las personas con responsabilidades públicas interesan a la sociedad, y la 
posibilidad de crítica que esta última pueda legítimamente dirigirles debe entenderse con criterio amplio. Como 
ha subrayado la Corte Interamericana de Derechos Humanos, el umbral de protección al honor de un 
funcionario público debe permitir el más amplio control ciudadano sobre el ejercicio de sus funciones, porque el 
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 Es más, cualquier pretensión de limitar el acceso a la información que resulte relevante 
para conocer aspectos de la actividad o incluso idoneidad de un servidor público para ocupar 
el cargo en el que se ubica, puede entrañar una censura que no resulta permisible a la luz de lo 
dispuesto por los artículos 6°, primero a tercer párrafos5 y 7°6 de la Lex Legum, pues con tal 
manera de proceder incluso se coartaría el derecho de toda persona al libre acceso a 
información plural y oportuna, así como a buscar, recibir y difundir información e ideas de 
toda índole por cualquier medio de expresión. Esto es así, porque no resulta lícito invocar el 
derecho de la sociedad a estar informada “verazmente” para fundamentar un régimen de 
censura previa supuestamente destinado a eliminar las informaciones que serían falsas a 
criterio del censor7. 

 
funcionario público se expone voluntariamente al escrutinio de la sociedad al asumir ciertas responsabilidades 
profesionales -lo que conlleva naturalmente mayores riesgos de sufrir afectaciones en su honor- y porque su 
condición le permite tener mayor influencia social y acceder con facilidad a los medios de comunicación para 
dar explicaciones o reaccionar ante hechos que lo involucren. Las personas con responsabilidades públicas 
mantienen la protección derivada del derecho al honor incluso cuando no estén actuando en carácter de 
particulares, pero las implicaciones de esta protección deben ser ponderadas con las que derivan del interés en un 
debate abierto sobre los asuntos públicos”. 
5 “Artículo 6o.- La manifestación de las ideas no será objeto de ninguna inquisición judicial o administrativa, sino 
en el caso de que ataque a la moral, la vida privada o los derechos de terceros, provoque algún delito, o perturbe 
el orden público; el derecho de réplica será ejercido en los términos dispuestos por la ley. El derecho a la 
información será garantizado por el Estado.  
“Toda persona tiene derecho al libre acceso a información plural y oportuna, así como a buscar, recibir y difundir 
información e ideas de toda índole por cualquier medio de expresión. 
“El Estado garantizará el derecho de acceso a las tecnologías de la información y comunicación, así como a los 
servicios de radiodifusión y telecomunicaciones, incluido el de banda ancha e internet. Para tales efectos, el 
Estado establecerá condiciones de competencia efectiva en la prestación de dichos servicios”. 
6 “Artículo 7o.- Es inviolable la libertad de difundir opiniones, información e ideas, a través de cualquier medio. 
No se puede restringir este derecho por vías o medios indirectos, tales como el abuso de controles oficiales o 
particulares, de papel para periódicos, de frecuencias radioeléctricas o de enseres y aparatos usados en la difusión 
de información o por cualesquiera otros medios y tecnologías de la información y comunicación encaminados a 
impedir la transmisión y circulación de ideas y opiniones.  
“Ninguna ley ni autoridad puede establecer la previa censura, ni coartar la libertad de difusión, que no tiene 
más límites que los previstos en el primer párrafo del artículo 6o. de esta Constitución. En ningún caso podrán 
secuestrarse los bienes utilizados para la difusión de información, opiniones e ideas, como instrumento del 
delito”. 
7 Sobre este respecto se presenta la Tesis I.7o.C.4 K (10a.), que se puede consultar en la Décima Época del 
Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Libro XVI, Enero de 2013, Tomo 3, página 2198 (Registro 
2002640), del tenor literal siguiente: “RESPONSABILIDAD POR EXPRESIONES QUE ATENTAN CONTRA 
EL HONOR DE SERVIDORES PÚBLICOS Y SIMILARES. DEMOSTRACIÓN DE SU CERTEZA EN 
EJERCICIO DE LOS DERECHOS A LA INFORMACIÓN Y A LA LIBERTAD DE EXPRESIÓN.- En la tesis 
aislada de rubro: "LIBERTAD DE EXPRESIÓN Y DERECHO A LA INFORMACIÓN. LA 
RESPONSABILIDAD POR INVASIONES AL HONOR DE FUNCIONARIOS U OTRAS PERSONAS CON 
RESPONSABILIDADES PÚBLICAS SÓLO PUEDE DARSE BAJO CIERTAS CONDICIONES, MÁS 
ESTRICTAS QUE LAS QUE SE APLICAN EN EL CASO DE EXPRESIONES O INFORMACIONES 
REFERIDAS A CIUDADANOS PARTICULARES." (IUS 165763); la Primera Sala de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación expuso que quien se expresa debe siempre poder bloquear una imputación de 
responsabilidad ulterior probando que los hechos a los que se refiere son ciertos, pero que de manera 
complementaria no podía ser obligado a demostrar su certeza para evitar la responsabilidad cuando se le 
demanda, lo cual se denominó doble juego de la exceptio veritatis. De lo anterior deriva incertidumbre en saber 
cuándo se debe obligar al emisor de información acreditar la veracidad de ésta y cuando no, precisamente por 
tratarse de un doble juego. Por ende, en ejercicio del control de convencionalidad previsto en los artículos 1o. y 
133 del Pacto Federal, se debe atender a lo dispuesto en el precepto 13 de la Convención Americana sobre 
Derechos Humanos, y a su interpretación consignada en la Declaración de Principios sobre Libertad de Expresión 
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 Lo anterior, además debe matizarse con el concepto de que el servidor público se halla 
condicionado para poder exigir cualquier responsabilidad bajo estrictos y específicos 
requisitos que tendría que acreditar fehacientemente en un proceso a posteriori8. 

 
elaborada por la Relatoría Especial constituida dentro de la Organización de Estados Americanos (aprobada por 
la Comisión Interamericana de Derechos Humanos en octubre de 2000). Esto, pues de acuerdo al principio 
séptimo de dicha declaración se tiene que la información abarca incluso aquella que se denomina "errónea", "no 
oportuna" o "incompleta". Por ende, al igual que los juicios de valor, se estima innecesario exigir la 
comprobación de hechos concretos vertidos por el informador, porque sobre ellos pueden existir 
interpretaciones distintas e implicar su censura casi automática, lo que anularía prácticamente todo el debate 
político y el intercambio de ideas como método indudable para la búsqueda de la verdad y el fortalecimiento de 
sistemas democráticos. Máxime que no sería lícito invocar el derecho de la sociedad a estar informada 
verazmente para fundamentar un régimen de censura previa supuestamente destinado a eliminar las 
informaciones que serían falsas a criterio del censor. Consecuentemente, es indispensable tomar en 
consideración este criterio al aplicar el segundo párrafo del artículo 25 de la Ley de Responsabilidad Civil para la 
Protección del Derecho a la Vida Privada, el Honor y la Propia Imagen en el Distrito Federal”. 
8 Vid. la Tesis 1a. CCXXI/2009 que se halla en la Novena Época del Semanario Judicial de la Federación y su 
Gaceta, Tomo XXX, Primera Sala, Diciembre de 2009, página 283 (Registro 165763), que explica: “LIBERTAD 
DE EXPRESIÓN Y DERECHO A LA INFORMACIÓN. LA RESPONSABILIDAD POR INVASIONES AL 
HONOR DE FUNCIONARIOS U OTRAS PERSONAS CON RESPONSABILIDADES PÚBLICAS SÓLO 
PUEDE DARSE BAJO CIERTAS CONDICIONES, MÁS ESTRICTAS QUE LAS QUE SE APLICAN EN EL 
CASO DE EXPRESIONES O INFORMACIONES REFERIDAS A CIUDADANOS PARTICULARES.- Para 
que la exigencia de responsabilidad ulterior por la emisión de expresiones invasoras del honor de funcionarios 
públicos u otras personas relacionadas con el ejercicio de funciones públicas constituya una reacción jurídica 
necesaria, idónea y proporcional, deben satisfacerse condiciones más estrictas que las que se aplican en caso de 
invasiones al derecho al honor de ciudadanos particulares. Entre ellas se cuentan las siguientes: a) cobertura 
legal y redacción clara. Las causas por las que pueda exigirse responsabilidad deben constar en una ley, en 
sentido formal y material. Las leyes que establecen limitaciones a las libertades de expresarse e informar deben 
estar redactadas en términos claros y precisos para garantizar la seguridad jurídica, proteger a los ciudadanos de 
la arbitrariedad de las autoridades y evitar la disuasión expresiva y la autocensura, pues las fórmulas vagas o 
ambiguas no permiten a los ciudadanos anticipar las consecuencias de sus actos, otorgan una discrecionalidad 
excesiva a las autoridades y tienen un clarísimo efecto disuasivo en el plano del ejercicio ordinario de las 
libertades. Cuando las normas de responsabilidad son de naturaleza penal y permiten privar a los individuos de 
bienes y derechos centrales -incluida, en algunas ocasiones, su libertad- las exigencias anteriores cobran todavía 
más importancia; b) intención específica o negligencia patente. Las expresiones e informaciones deben 
analizarse bajo el estándar de la "malicia", esto es, bajo un estándar que exige que la expresión que 
alegadamente causa un daño a la reputación de un servidor público se haya emitido con la intención de causar 
ese daño, con conocimiento de que se estaban difundiendo hechos falsos, o con clara negligencia en el control de 
su veracidad; de otro modo las personas podrían abrigar el temor de poder incurrir de modo inadvertido en 
responsabilidad por la emisión de expresiones o informaciones, lo cual podría llevarlos, directa o indirectamente, 
a restringir abruptamente el ejercicio de sus derechos a expresarse o informar; c) materialidad y acreditación del 
daño. Las reglas de imputación de responsabilidad posterior deben requerir que quien alega que cierta 
expresión o información causa daño en su honorabilidad tenga la carga de probar que el daño es real, que 
efectivamente se produjo; d) doble juego de la exceptio veritatis. Quien se expresa debe siempre poder bloquear 
una imputación de responsabilidad ulterior probando que los hechos a los que se refiere son ciertos y, 
complementariamente, no puede ser obligado a probar, como condición sine qua non para evitar esa 
responsabilidad, que los hechos sobre los cuales se expresó son ciertos; e) gradación de medios de exigencia de 
responsabilidad. El ordenamiento jurídico no puede contemplar una vía única de exigencia de responsabilidad, 
porque el requisito de que las afectaciones de derechos sean necesarias, adecuadas y proporcionales demanda la 
existencia de medidas leves para reaccionar a afectaciones leves y medidas más graves para casos más graves. 
Además, hay que tener presente que al lado de exigencia de responsabilidad civil y penal existe otra vía, ahora 
expresamente mencionada en el artículo 6o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos: el 
derecho de réplica que, por su menor impacto en términos de afectación de derechos, está llamado a tener un 
lugar muy destacado en el diseño del mapa de consecuencias jurídicas derivables del ejercicio de la libertad de 
expresión; f) minimización de las restricciones indirectas. Al interpretar y aplicar las disposiciones 
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 Lo así expuesto, revela a todas luces que la suspensión concedida en el juicio de ampro 
indirecto promovido contra la actuación de la Universidad Nacional Autónoma de México, 
resulta ilegal a este respecto. 
 
 A) La regla especial prevalece sobre la regla general.- De lo expuesto se colige que 
en el caso de los funcionarios públicos que se ubican en cargos de la mayor relevancia, se 
gesta una regla especial diversa a la regla genérica aplicable los gobernados que no ocupan 
cargos públicos y por ende, se rige por el principio de especialidad, que ha sido recogido por 
múltiples tesis del Poder Judicial de la Federación9. 

 
constitucionales y legales en la materia no debe olvidarse que la plena garantía de las libertades consagradas en 
los artículos 6o. y 7o. de la Carta Magna no sólo exige evitar restricciones injustificadas directas, sino también 
indirectas. La proscripción de restricciones indirectas tiene muchas derivaciones posibles, pero entre ellas está sin 
duda la que obliga a prestar especial atención a las reglas de distribución de responsabilidad al interior del 
universo de sujetos implicados en la cadena de difusión de noticias y opiniones. Se trata, en otras palabras, de no 
generar dinámicas de distribución de responsabilidad entre ciudadanos, periodistas, editores y propietarios de 
medios de comunicación que lleven a unos a hallar interés en el silenciamiento o la restricción expresiva de los 
demás”. 
9 En ese sentido se presentan la Jurisprudencia PC.XV. J/32 L (10a.) que se lee en la Gaceta del Semanario 
Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 56, Julio de 2018, Tomo II, página 1284 (Registro: 2017392); la 
Jurisprudencia VII.2o.T. J/22 (10a.) que aparece en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima 
Época, Libro 53, Abril de 2018, Tomo III, página: 1860 (Registro: 2016709); la Jurisprudencia XX.1o.P.C. J/3 
(10a.) que figura en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 35, Octubre de 
2016, Tomo IV, página 2606 (Registro 2012830); la Tesis 1a. LVI/2016 (10a.), que se puede ubicar en la Gaceta 
del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 28, Marzo de 2016, Tomo I, Primera Sala, página 
973 (Registro 2011225); la Tesis I.7o.A.114 A (10a.) que se lee en la Gaceta del Semanario Judicial de la 
Federación, Décima Época, Libro 8, Julio de 2014, Tomo II, página 1203 (Registro 2007037); la Jurisprudencia 
13, que se advierte en el Apéndice de 2011, Tomo IV. Administrativa Primera Parte - SCJN Primera Sección – 
Administrativa, Segunda Sala, página 21 (Registro 1006933); la Tesis I.4o.A.789 A, que se publicara en la 
Novena Época del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XXXIV, Agosto de 2011, página 1303 
(Registro 161358); la Tesis I.4o.C.220 C  aparecida en la Novena Época del Semanario Judicial de la Federación 
y su Gaceta, Tomo XXXI, Febrero de 2010, página 2788 (Registro 165344); la Tesis XX.2o.53 P, visible en la 
Novena Época del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XXIII, Febrero de 2006, página 1815 
(Registro 175932); la Tesis III.2o.P.139 P que se localiza en la Novena Época del Semanario Judicial de la 
Federación y su Gaceta, Tomo XXI, Marzo de 2005, página 1093 (Registro 179081); la Tesis XI.1o.5 P que 
asimismo se publicó en la Novena Época del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XXI, Enero 
de 2005, página 1739 (Registro 179640); la Tesis 4800 que se encuentra en el Apéndice 2000, Tomo II, Penal, 
P.R. TCC, página 2418 (Registro 909741) y la Jurisprudencia 130 que se advierte en el Apéndice de 1985, Parte 
VIII, Pleno, página 194 (Registro 395570), entre muchas otras, que enseñan: “TITULARES DE LOS ÓRGANOS 
AUXILIARES DEL PODER JUDICIAL DEL ESTADO DE BAJA CALIFORNIA. NO PUEDEN SER 
REMOVIDOS LIBREMENTE DE SU EMPLEO CON FUNDAMENTO EN EL ARTÍCULO 168, FRACCIÓN 
XV, DE LA LEY ORGÁNICA DEL PODER JUDICIAL LOCAL, AUN CUANDO FORMALMENTE SE LES 
DENOMINA TRABAJADORES "DE CONFIANZA".- Si bien a los titulares de los órganos auxiliares del Poder 
Judicial del Estado de Baja California se les denomina de manera formal como trabajadores de "confianza" y para 
regular sus relaciones laborales con el Estado se rigen por la Ley del Servicio Civil de los Trabajadores al 
Servicio de los Poderes del Estado y Municipios de Baja California (anteriormente Ley del Servicio Civil de los 
Trabajadores al Servicio de los Poderes del Estado, Municipios e Instituciones Descentralizadas de Baja 
California), lo cierto es que para que pueda darse por terminada la relación laboral, debe atenderse a la Ley 
Orgánica del Poder Judicial del Estado, que es de aplicación especial (en atención al principio de aplicación de 
la ley particular sobre la general, denominado principio de especialidad), cuyo artículo 168, fracción XV, 
establece, entre otras, la atribución del Consejo de la Judicatura del Estado para nombrar a los titulares de los 
órganos auxiliares del Poder Judicial y removerlos por causa justificada; porción normativa que confiere a los 
titulares de los órganos auxiliares del Poder mencionado el derecho a no ser removidos libremente de sus 
empleos, concebido como la prerrogativa de la que goza un trabajador a no ser separado de su cargo hasta la 
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terminación natural de la relación laboral, salvo que exista causa justificada. Al respecto importa destacar que ese 
derecho a la "no remoción libre" asiste únicamente a los titulares de las unidades administrativas del Poder 
Judicial listados en el artículo 175 de la Ley Orgánica referida”; “SUPLENCIA DE LA DEFICIENCIA DE LA 
QUEJA A FAVOR DEL PATRÓN. ATENTO AL PRINCIPIO DE ESPECIALIDAD PREVISTO EN EL 
ARTÍCULO 213 DE LA LEY AMPARO, TRATÁNDOSE DEL RECURSO DE INCONFORMIDAD, EL JUEZ 
DE AMPARO DEBE APLICAR ESTA FIGURA JURÍDICA.- El artículo 79, fracción V, de la Ley de Amparo, 
vigente a partir del 3 de abril de 2013, limita la suplencia de la queja deficiente a favor del trabajador en un juicio 
de amparo; por ende, el patrón no es beneficiario de esta figura jurídica, a menos de que el acto reclamado se 
funde en disposiciones jurídicas que hayan sido consideradas inconstitucionales por jurisprudencia de la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación o por los Plenos de Circuito o, en su caso, se ubique en una condición de 
vulnerabilidad social o económica que le dé la calidad de categoría sospechosa, en términos de sus fracciones I y 
VII; sin embargo, tratándose del recurso de inconformidad, en el diverso precepto 213 de la ley en cita, el fin de 
la suplencia de la queja es "desentrañar la verdadera intención de los recurrentes", para lo cual el juzgador debe 
considerar el escrito presentado en su integridad, entre otros aspectos, sin distinguir la calidad del promovente ni 
la materia de derecho; es decir, se aplica a cualquier persona que interponga este recurso (previa verificación de 
su procedencia), de modo que no obstante la calidad de patrón, es deber del tribunal de amparo suplir la 
deficiencia, por así establecerlo la norma especial y, por consiguiente, es la que debe aplicarse sobre la regla 
general, bajo el principio de especialidad; por ello, resulta inaplicable, para estos casos, el aludido artículo 79”; 
“FRAUDE ESPECÍFICO. CUANDO LA CONDUCTA QUE SE ATRIBUYE AL INCULPADO ESTÁ 
COMPRENDIDA, POR UNA PARTE, EN UNA NORMA GENERAL Y, POR OTRA, EN UNA ESPECIAL, 
LA CUAL PREVÉ, TIPIFICA Y SANCIONA ALGUNA DE LAS MODALIDADES EN QUE PUEDE 
COMETERSE DICHO DELITO, EL JUEZ DEBE APLICAR ESTA ÚLTIMA, ACORDE CON EL PRINCIPIO 
DE ESPECIALIDAD (LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE CHIAPAS).- El concurso aparente de normas se 
actualiza cuando diversas disposiciones en un mismo tiempo y lugar regulan una idéntica situación de hecho. Por 
ello, la primera parte del segundo párrafo del artículo 2o. del Código Penal para el Estado de Chiapas abrogado -
correlativo del artículo 8 del vigente-, prevé que la concurrencia de normas se resuelve atendiendo al principio 
de especialidad o lex specialis derogat legi generali, el cual estriba en que cuando una misma materia está 
regulada por dos leyes o disposiciones de ley, será aplicable la legislación o disposición especial. En ese sentido, 
tratándose del delito de fraude genérico, si la conducta atribuida al inculpado está comprendida, por una parte, en 
una norma general, atento a que el engaño o el aprovechamiento del error se puede producir mediante una gama 
ilimitada de acciones u omisiones desplegadas por el agente y, por otra en una especial, la cual prevé, tipifica y 
sanciona alguna de las modalidades en que puede cometerse dicho ilícito (artículos 200 del código abrogado y 
304 del vigente), es indudable que el Juez debe aplicar esta última disposición, de conformidad con los preceptos 
mencionados que regulan el referido principio”; “CADUCIDAD DE LA INSTANCIA EN MATERIA CIVIL. 
EL ARTÍCULO 138 DEL CÓDIGO DE PROCEDIMIENTOS CIVILES PARA EL ESTADO DE BAJA 
CALIFORNIA QUE PREVÉ LAS CONDICIONES EN QUE DEBE OPERAR, NO VULNERA LOS 
ARTÍCULOS 1o., 14, 16, 17 Y 133 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS 
MEXICANOS.- El artículo 138 del Código de Procedimientos Civiles para el Estado de Baja California, que 
prevé que la caducidad de la instancia operará, cualquiera que sea el estado del procedimiento, desde la 
presentación de la demanda hasta antes de que se cite a las partes para oír resolución, si transcurridos seis meses 
naturales contados a partir de la notificación de la última determinación judicial, no hubiere promoción, de 
cualquiera de las partes, que tienda a llevar adelante el procedimiento, no vulnera los artículos 1o., 14, 16, 17 y 
133 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, conclusión a la que se arriba a partir del hecho 
de que aquel precepto contiene una norma especial que debe privilegiarse sobre otras normas generales del 
propio ordenamiento. En efecto, el indicado artículo 138 debe interpretarse literalmente, ya que la palabra 
"naturales" alude a los meses conforme a los cuales debe efectuarse el cómputo correspondiente, entendiéndose a 
los meses del año regulados sin interrupción, esto es, con inclusión de los días hábiles e inhábiles. Para ello, debe 
tenerse en cuenta que la figura de la caducidad difiere de otros plazos en los que sí rige lo dispuesto por el 
artículo 131 del propio código, donde necesariamente debe acudirse al tribunal correspondiente a imponerse del 
contenido del asunto o realizar alguna actuación, lo cual sólo acontece durante los días hábiles. Así, de la 
interpretación sistemática de los artículos 64, 131, 136 y 138 del Código de Procedimientos Civiles para el 
Estado de Baja California, se concluye que fue intención del legislador dar un tratamiento especial a la caducidad 
de la instancia respecto de los términos judiciales en general, y que si bien en éstos sí opera la regla de que no se 
contarán los días en que no puedan tener lugar actuaciones judiciales, ello no es aplicable a la caducidad de la 
instancia, existiendo una regla expresa en ese sentido; incluso, de una interpretación histórica, es evidente que en 
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la reforma al artículo 138 aludido, publicada en el Periódico Oficial del Estado el 20 de julio de 1979, el 
legislador local tuvo la firme intención de que la caducidad ya no se estimara en días hábiles como previamente 
se hacía, sino en días naturales. Además, se trata de una norma especial, que en atención al principio de 
especialidad (lex specialis derogat legi generali), se impone ante cualquier norma general que pudiera 
contradecir su contenido, máxime que, en el caso, la norma especial surgió y fue modificada con posterioridad a 
la norma general aplicable a otros supuestos. Por otro lado, debe reconocerse que el citado artículo 138 contiene 
una diferencia entre los plazos cortos y los largos, de forma que en los primeros se justifica el que no deban 
considerarse los días inhábiles dado que, en efecto, al no poder tener lugar las actuaciones judiciales, sería 
perjudicial para las partes imponer, por ejemplo, un plazo de tres o cinco días para una gestión determinada, y 
que dentro del plazo se consideraran los días inhábiles, lo que desde luego afectaría la oportunidad de defensa de 
las partes. Sin embargo, en el caso, el establecimiento de un plazo largo en días naturales, particularmente el de 
seis meses previsto para que opere la caducidad de la instancia, no afecta la defensa de las partes, pues existen 
suficientes días hábiles en los que es posible consultar los autos del expediente y promover, de requerirse, lo 
necesario”; “PARTICIPACIÓN DE LOS TRABAJADORES EN LAS UTILIDADES DE LAS EMPRESAS. EL 
PLAZO PARA QUE LA AUTORIDAD HACENDARIA DÉ RESPUESTA A UN SINDICATO SOBRE EL 
ESCRITO DE OBJECIONES RESPECTO DE LA DECLARACIÓN DEL IMPUESTO SOBRE LA RENTA EN 
LA QUE SE DETERMINÓ LA RENTA GRAVABLE RELATIVA, ES EL PREVISTO EN LOS ARTÍCULOS 
20 Y 21 DEL REGLAMENTO DE LOS ARTÍCULOS 121 Y 122 DE LA LEY FEDERAL DEL TRABAJO.- 
Del inciso e), fracción IX, apartado A, del artículo 123 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, en relación con los artículos 120, 121 y 122 de la Ley Federal del Trabajo; 4o. y 19 del Reglamento 
de los Artículos 121 y 122 de la Ley Federal del Trabajo se obtiene, primordialmente, que el derecho para 
formular objeciones respecto de la declaración anual del impuesto sobre la renta en la que se determinó la renta 
gravable correspondiente a la participación de los trabajadores en las utilidades de las empresas presentada por 
los patrones, lo ejercen la mayoría de los trabajadores o el sindicato titular del contrato colectivo de trabajo. Por 
su parte, de los preceptos 20 y 21 del reglamento señalado, se advierte que, una vez admitido el escrito de 
objeciones, la autoridad hacendaria cuenta con un plazo que en ningún caso podrá exceder de seis meses para 
efectuar los estudios o investigaciones correspondientes y que, obtenidos los resultados, se dictará resolución 
dentro de un plazo no mayor a dos meses, mientras que en los artículos 46-A y 52-A del Código Fiscal de la 
Federación, vigentes en 2010, se prevé un plazo de doce meses como máximo para concluir la visita o revisión de 
la contabilidad, a partir de que se notifique al contribuyente el inicio de las facultades de comprobación y, en su 
caso, otro periodo igual, a partir de que se comunique al contador público la solicitud de información. Por tanto, 
en atención al principio de especialidad, ante la aparente incompatibilidad de las normas precisadas, debe 
prevalecer la especial (lex specialis derogat generali), es decir, el plazo para que la autoridad hacendaria dé 
respuesta a un sindicato inconforme, es el previsto en los preceptos reglamentarios citados y no el de doce meses 
contenido en las disposiciones de la legislación tributaria mencionadas”; “ALEGATOS EN EL 
PROCEDIMIENTO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. LA NOTIFICACIÓN DEL AUTO QUE OTORGA 
EL PLAZO DE 5 DÍAS PARA FORMULARLOS POR ESCRITO DEBE HACERSE POR LISTA A LAS 
PARTES, INCLUIDAS LAS AUTORIDADES ADMINISTRATIVAS, EN TÉRMINOS DEL ARTÍCULO 235, 
PRIMER PÁRRAFO, DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN.- El citado precepto, al establecer que en 
el juicio contencioso administrativo debe notificarse por lista a las partes que tienen un plazo de 5 días para 
formular alegatos por escrito, constituye una norma de carácter especial, pues al ser el único precepto que integra 
el Capítulo VIII, "Del Cierre de la Instrucción", demuestra que fue creado para regular esa fase procesal, además 
de que conforme al procedimiento legislativo de donde proviene, su finalidad es dar celeridad al procedimiento 
para que la justicia fiscal sea pronta, completa e imparcial, en términos del artículo 17 de la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos. Por su parte, el artículo 254, primer párrafo, del Código Fiscal de la 
Federación, prevé la regla general consistente en que las notificaciones que deban hacerse a las autoridades 
administrativas se harán siempre por oficio, pero que tratándose de casos urgentes aquéllas podrán hacerse por 
vía telegráfica. En esa tesitura, y en atención al principio de que la norma especial predomina sobre la general, 
se concluye que el artículo 235 citado debe prevalecer sobre el numeral 254, por lo que la notificación del auto 
que otorga el referido plazo debe hacerse por lista a las partes, incluso a las autoridades administrativas, por ser 
partes en el juicio en términos del artículo 198 del indicado ordenamiento. Además, si se tiene en cuenta que la 
regla general contenida en el referido artículo 254 se emitió en decreto publicado en el Diario Oficial de la 
Federación el 31 de diciembre de 1981, y que la regla especial que prevé el numeral 235 se publicó en dicho 
órgano de difusión el 5 de enero de 1988, es evidente que ésta es sucesiva de aquélla, de manera que en atención 
al aludido criterio de especialidad y al principio cronológico, la norma especial limitó el campo de aplicación de 
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la general, en virtud de que sustrajo de su ámbito de aplicación las notificaciones relativas al auto mediante el 
cual se otorga a las partes el plazo de 5 días para formular alegatos por escrito”; “CONVENIO SOBRE 
TRANSPORTES AÉREOS ENTRE EL GOBIERNO DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS Y EL 
GOBIERNO DE LOS ESTADOS UNIDOS DE AMÉRICA. DEBE PREVALECER, CONFORME A LOS 
PRINCIPIOS DE JERARQUÍA Y ESPECIALIDAD, SOBRE LAS LEYES TRIBUTARIAS.- El Tribunal en 
Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en la tesis P. IX/2007, publicada en el Semanario Judicial de 
la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXV, abril de 2007, página 6, de rubro: "TRATADOS 
INTERNACIONALES. SON PARTE INTEGRANTE DE LA LEY SUPREMA DE LA UNIÓN Y SE UBICAN 
JERÁRQUICAMENTE POR ENCIMA DE LAS LEYES GENERALES, FEDERALES Y LOCALES. 
INTERPRETACIÓN DEL ARTÍCULO 133 CONSTITUCIONAL.", sostuvo que los tratados internacionales son 
parte integrante del orden jurídico superior nacional, ubicándose jerárquicamente por encima de las leyes 
generales, federales y locales, cobrando especial relevancia en este aspecto el criterio de especialidad -lex 
specialis derogat legi generali-, conforme al cual, cuando entre diversas normas pueda plantearse un conflicto 
en razón de una relación de especialidad, debe prevalecer la más concreta en relación con otra más genérica. 
En este contexto, cuando exista antinomia entre el Convenio sobre Transportes Aéreos entre el Gobierno de los 
Estados Unidos Mexicanos y el Gobierno de los Estados Unidos de América y las leyes tributarias, al exentar 
aquél y gravar éstas diversos productos puestos a bordo de aeronaves de impuestos y gravámenes nacionales, 
conforme a los criterios de jerarquía y especialidad de la ley, la normativa que debe prevalecer es el convenio 
internacional, pues fue establecido para asegurar el desarrollo del transporte aéreo, alcanzar el bienestar común 
con bases de igualdad y reciprocidad, sin que por ello transgreda el principio de legalidad tributaria, aunado a que 
el Código Fiscal de la Federación, en su artículo 1o., prevé una cláusula de sumisión de las leyes tributarias a los 
tratados internacionales de los que México sea parte, los que tienen el carácter de preferentes”; “ANTINOMIAS 
O CONFLICTOS DE LEYES. CRITERIOS DE SOLUCIÓN.- La antinomia es la situación en que dos normas 
pertenecientes a un mismo sistema jurídico, que concurren en el ámbito temporal, espacial, personal y material de 
validez, atribuyen consecuencias jurídicas incompatibles entre sí a cierto supuesto fáctico, y esto impide su 
aplicación simultánea. Antes de declarar la existencia de una colisión normativa, el juzgador debe recurrir a la 
interpretación jurídica, con el propósito de evitarla o disolverla, pero si no se ve factibilidad de solucionar la 
cuestión de ese modo, los métodos o criterios tradicionales de solución de antinomias mediante la permanencia 
de una de ellas y la desaplicación de la otra, son tres: 1. criterio jerárquico (lex superior derogat legi inferiori), 
ante la colisión de normas provenientes de fuentes ordenadas de manera vertical o dispuestas en grados diversos 
en la jerarquía de las fuentes, la norma jerárquicamente inferior tiene la calidad de subordinada y, por tanto, debe 
ceder en los casos en que se oponga a la ley subordinante; 2. Criterio cronológico (lex posterior derogat legi 
priori), en caso de conflicto entre normas provenientes de fuentes jerárquicamente equiparadas, es decir, 
dispuestas sobre el mismo plano, la norma creada con anterioridad en el tiempo debe considerarse abrogada 
tácitamente, y por tanto, ceder ante la nueva; y, 3. Criterio de especialidad (lex specialis derogat legi generali), 
ante dos normas incompatibles, una general y la otra especial (o excepcional), prevalece la segunda, el criterio 
se sustenta en que la ley especial substrae una parte de la materia regida por la de mayor amplitud, para 
someterla a una reglamentación diversa (contraria o contradictoria). En la época contemporánea, la doctrina, la 
ley y la jurisprudencia han incrementado la lista con otros tres criterios. 4. Criterio de competencia, aplicable bajo 
las circunstancias siguientes: a) que se produzca un conflicto entre normas provenientes de fuentes de tipo 
diverso; b) que entre las dos fuentes en cuestión no exista una relación jerárquica (por estar dispuestas sobre el 
mismo plano en la jerarquía de las fuentes), y c) que las relaciones entre las dos fuentes estén reguladas por otras 
normas jerárquicamente superiores, atribuyendo -y de esa forma, reservando- a cada una de ellas una diversa 
esfera material de competencia, de modo que cada una de las dos fuentes tenga la competencia exclusiva para 
regular una cierta materia. Este criterio guarda alguna semejanza con el criterio jerárquico, pero la relación de 
jerarquía no se establece entre las normas en conflicto, sino de ambas como subordinadas de una tercera; 5. 
Criterio de prevalencia, este mecanismo requiere necesariamente de una regla legal, donde se disponga que ante 
conflictos producidos entre normas válidas pertenecientes a subsistemas normativos distintos, debe prevalecer 
alguna de ellas en detrimento de la otra, independientemente de la jerarquía o especialidad de cada una; y, 6. 
Criterio de procedimiento, se inclina por la subsistencia de la norma, cuyo procedimiento legislativo de que 
surgió, se encuentra más apegado a los cánones y formalidades exigidas para su creación. Para determinar la 
aplicabilidad de cada uno de los criterios mencionados, resulta indispensable que no estén proscritos por el 
sistema de derecho positivo rector de la materia en el lugar, ni pugnen con alguno de sus principios esenciales. Si 
todavía ninguno de estos criterios soluciona el conflicto normativo, se debe recurrir a otros, siempre y cuando se 
apeguen a la objetividad y a la razón. En esta dirección, se encuentran los siguientes: 7. Inclinarse por la norma 
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más favorable a la libertad de los sujetos involucrados en el asunto, por ejemplo, en el supuesto en que la 
contienda surge entre una norma imperativa o prohibitiva y otra permisiva, deberá prevalecer esta última. Este 
criterio se limita en el caso de una norma jurídica bilateral que impone obligaciones correlativas de derechos, 
entre dos sujetos, porque para uno una norma le puede ser más favorable, y la otra norma favorecerá más la 
libertad de la contraparte. Para este último supuesto, existe un diverso criterio: 8. En éste se debe decidir a cuál de 
los dos sujetos es más justo proteger o cuál de los intereses en conflicto debe prevalecer; 9. Criterio en el cual se 
elige la norma que tutele mejor los intereses protegidos, de modo que se aplicará la que maximice la tutela de los 
intereses en juego, lo que se hace mediante un ejercicio de ponderación, el cual implica la existencia de valores o 
principios en colisión, y por tanto, requiere que las normas en conflicto tutelen o favorezcan al cumplimiento de 
valores o principios distintos; y, 10. Criterio basado en la distinción entre principios y reglas, para que prevalezca 
la norma que cumpla mejor con alguno o varios principios comunes a las reglas que estén en conflicto. Esta 
posición se explica sobre la base de que los principios son postulados que persiguen la realización de un fin, 
como expresión directa de los valores incorporados al sistema jurídico, mientras que las reglas son expresiones 
generales con menor grado de abstracción, con las que se busca la realización de los principios y valores que las 
informan; de manera que ante la discrepancia entre reglas tuteladas de los mismos valores, debe subsistir la que 
mejor salvaguarde a éste, por ejemplo si la colisión existe entre normas de carácter procesal, deberá resolverse a 
favor de la que tutele mejor los elementos del debido proceso legal”; “FRAUDE COMETIDO POR LIBRAR 
CHEQUES SIN FONDOS. CUANDO LA CONDUCTA ATRIBUIDA AL ACTIVO ESTÁ COMPRENDIDA 
TANTO EN UNA NORMA GENERAL, COMO EN UNA ESPECIAL, DEBE APLICARSE ESTA ÚLTIMA 
ACORDE CON EL PRINCIPIO DE ESPECIALIDAD (LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE CHIAPAS).- El 
concurso aparente de normas se actualiza cuando diversas disposiciones en un mismo tiempo y lugar regulan una 
idéntica situación de hecho; por ello, en tratándose de la materia punitiva local, la primera parte del segundo 
párrafo del artículo 2o. del Código Penal del Estado prevé que la concurrencia de normas se resuelve atendiendo 
al principio lex specialis derogat legi generali, el cual estriba en que cuando una misma materia está regulada 
por dos leyes o disposiciones de ley, será aplicable la legislación o disposición especial. Ahora bien, si la 
conducta que se atribuye al activo es el fraude cometido por librar cheques sin fondos, y está comprendida, por 
una parte, en una norma general como lo es el artículo 199 del propio código, en atención a que el engaño o el 
aprovechamiento del error se puede producir mediante una gama ilimitada de acciones u omisiones desplegadas 
por el agente y, por otro lado, existe una norma especial identificada en el numeral 200, fracción III, del código 
en cita, que prevé, tipifica y sanciona esa clase de conductas, es indudable que debe aplicarse esta última 
disposición, de conformidad con lo ordenado por el precepto que regula el principio invocado”; “CONCURSO 
APARENTE DE NORMAS. ES INEXISTENTE CUANDO LA MISMA CONDUCTA SE SANCIONA 
SIMULTÁNEAMENTE EN UNA LEY COMO FALTA ADMINISTRATIVA Y EN OTRA COMO DELITO, 
PORQUE AMBAS, AL SER DE DISTINTA NATURALEZA, PUEDEN COEXISTIR.- El concurso aparente de 
normas se actualiza cuando diversas disposiciones, en un mismo tiempo y lugar, regulan una idéntica situación de 
hecho; es aparente, porque el ordenamiento jurídico ofrece, ya sea explícita o implícitamente, criterios para 
determinar la aplicabilidad de una u otra disposición; por ello, en tratándose de la materia penal federal, el 
artículo 6o. del código sustantivo prevé que la concurrencia de normas se resuelve atendiendo al principio de 
especialidad, que estriba en que, cuando una misma materia está regulada por dos leyes o disposiciones de ley, 
la legislación o la disposición especial será la aplicable: lex specialis derogat legi generali. Ahora bien, si la Ley 
General de Vida Silvestre en sus numerales 122, fracción X y 123 establece, respecto al acto de poseer 
ejemplares de la vida silvestre fuera de su hábitat natural sin contar con los medios para demostrar su legal 
procedencia, únicamente infracciones de naturaleza administrativa, por ejemplo multa, amonestación y 
suspensión temporal de licencia, y a su vez dicha conducta es sancionada con pena de prisión en el precepto 420, 
fracción IV, del Código Penal Federal, ello muestra que no existe tal concurrencia de normas, en virtud de que la 
misma conducta se sanciona simultáneamente en una ley como falta administrativa y en otra como delito, porque 
se trata de ordenamientos legales que contemplan penas de distinta naturaleza y no regulan una situación similar 
desde la misma perspectiva; por tanto, ambas sanciones previstas en las normas de mérito pueden coexistir, por lo 
que es inconcuso que legalmente surge la posibilidad de que se impongan las sanciones de las dos especies; caso 
contrario sería si ambas legislaciones sancionaran la conducta como delito, porque entonces debería quedar 
excluida la norma menos específica”; “CONCURSO APARENTE DE NORMAS. ES ILEGAL LA ORDEN DE 
APREHENSIÓN EMITIDA POR EL DELITO DE EJERCICIO INDEBIDO DE UN DERECHO, Y NO POR 
EL DE DESPOJO RESPECTO DE UN INMUEBLE PROPIO, CUANDO EL PRIMERO CONSTITUYE LA 
NORMA GENERAL Y EL SEGUNDO LA ESPECIAL, EN ATENCIÓN AL PRINCIPIO DE ESPECIALIDAD 
(LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE MICHOACÁN).- Dicho concurso se da, entre otras causas, cuando una 
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 Ergo, el caso debe regirse por la regla específica y no por la regla general, pues es lo 
único que resulta jurídicamente permisible, ya que ante la existencia de ambas, se debe estar a 
la primera, en función de los principios generales del derecho que enseñan: regula specialis 
excludet regula generalis (la regla especial excluye la regla general); generi per speciem 
derogatur (el género se deroga por la especie); la expresión de Papiniano (fragmento 41 del 
Título 19 “de poenis”, del Libro 48 del Digesto) species generi derogat (la especie deroga al 
género); leges generalis non debent extendi ad leges quae habent suma particularem 
provisionem (la ley general no puede extenderse a las leyes que tienen provisiones de suma 
particularidad) y lex specialis derogat generali (la ley especial deroga la ley general). Es 
particularmente interesante la consideración de Papiniano (fragmento 80 del Título 17 “de 
regulis iuris”, del Libro 50 del Digesto), quien enseña que “In toto iure, generi per speciem 
derogatur, et illud potissium habetur, quod ad speciem directum est” (En todo el derecho el 
género es derogado por la especie, y se considera preferentemente lo que se refiere a la 
especie). 
 

 
misma materia, acto o conducta, se halla regulada por dos disposiciones distintas, ya sea de una misma ley o de 
leyes diferentes, en cuyo caso la ley o la disposición especial son de aplicación preferente sobre la general, en 
atención al principio de especialidad; entendiéndose que dos leyes o dos disposiciones legales se hallan en 
relación de general a especial, cuando los requisitos del tipo general están todos contenidos en el especial, en el 
que figuran además otras condiciones calificativas. Ahora bien, el artículo 199 del Código Penal del Estado de 
Michoacán establece: "Se aplicarán de tres días a tres años de prisión y multa de veinte a quinientos días de 
salario, al que para hacer efectivo un derecho que debe ejercer por la vía legal empleare violencia en las personas 
o en las cosas.". En tanto que el artículo 330, fracciones I y II, del propio código dispone: "Se aplicarán de seis 
meses a cinco años de prisión y multa de cincuenta a quinientos días de salarios: I. Al que de propia autoridad y 
haciendo violencia a las personas o a las cosas, o furtivamente, o empleando engaño, ocupe un inmueble ajeno o 
haga uso de él o de un derecho real que no le pertenezca; II. Al que por los medios indicados por la fracción 
anterior, ocupe un inmueble de su propiedad, en los casos en que no pueda disponer de él, por hallarse en poder 
de otra persona en virtud de alguna causa legítima.". Pudiendo advertirse de tales normas, que la primera es de 
carácter general, por cuanto se refiere al ejercicio indebido de cualquier derecho; mientras que la otra es de 
carácter especial, por aludir en concreto al despojo de un inmueble propio, del que no puede disponerse por 
hallarse en poder de otra persona, en virtud de una causa legítima. De ahí que si la orden de aprehensión 
reclamada por el quejoso se emitió por el delito de ejercicio indebido de un derecho, previsto y sancionado por el 
artículo 199 del Código Penal del Estado de Michoacán, con motivo de que de propia decisión y ejerciendo 
violencia sobre las cerraduras y candados que mantenían cerrado el departamento que le dio en renta a la 
ofendida, se introdujo y dispuso de él; cuando esa conducta también la contempla el artículo 330, fracción II, en 
relación con la fracción I, del propio código, que prevé el delito de despojo respecto de un inmueble propio, 
entonces se está en presencia de un concurso aparente de normas que debió resolverse aplicando la segunda, que 
es de carácter especial, por lo que el mandato de captura emitido por el delito que contempla la norma general es 
violatorio de las garantías individuales del quejoso”; “LEY, PRINCIPIO DE ESPECIALIDAD DE LA, EN 
MATERIA DE VENTA DE ARMAS DE FUEGO.- El artículo 6o. del Código Penal Federal consagra el 
principio de especialidad de la ley, conforme al cual, en el supuesto que en él se indica, el juzgador está 
impedido para aplicar una ley general cuando la materia regulada en ésta, también es objeto de regulación en 
un ordenamiento de carácter especial. En este orden de ideas, en materia de venta de armas de fuego, no resulta 
aplicable el artículo 162 del Código Penal Federal, que es la ley general, pues de acuerdo al principio de 
especialidad antes referido la conducta del acusado de poner a la venta pistolas, careciendo del permiso expedido 
por la Secretaría de la Defensa Nacional, debe encuadrarse en el artículo 82 de la Ley Federal de Armas de Fuego 
y Explosivos, que es el ordenamiento de carácter especial” y “DISPOSICIONES ESPECIALES.- Es bien sabido 
en derecho que las disposiciones especiales, como casos de excepción, son derogatorias de las reglas generales 
que contradicen”. 
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 II.- Prueba.- El acreditamiento que se requiere para demostrar cuál es la Tesis original 
y cuál es la que fue plagiada de aquélla, se debe considerar con base en una serie de principios 
procesales respecto de la prueba. 
 
 A) Principio Ontológico de la Prueba.- Conforme al principio ontológico de la 
prueba, lo ordinario se presume, mientras lo extraordinario se debe probar10, tal como se 

 
10 Este principio se ha recogido en múltiples tesis del Poder Judicial de la Federación, como la Tesis 2a. 
CXXXIII/2017 (10a.), que se ve en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 46, 
Septiembre de 2017, Tomo I, Segunda Sala, página 776 (Registro 2015158); la Tesis I.3o.C.265 C (10a.) que se 
puede consultar en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación; Décima Época, Libro 43, Junio de 2017, 
Tomo IV, página 3054 (Registro 2014564); la Tesis 2a. XCIII/2017 (10a.), visible en la Gaceta del Semanario 
Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 43, Junio de 2017, Tomo II, Segunda Sala, página 1418 (Registro 
2014437) y la Tesis I.2o.C.22 C (10a.), que se localiza en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, 
Décima Época, Libro 32, Julio de 2016, Tomo III, página 2129 (Registro 2012020), entre otras, que señalan: 
“PÉRDIDAS FISCALES. EL ARTÍCULO 57 DE LA LEY DEL IMPUESTO SOBRE LA RENTA, AL 
ESTABLECER EL MOMENTO A PARTIR DEL CUAL DEBE COMPUTARSE EL PLAZO PARA 
DISMINUIRLAS, NO VIOLA EL PRINCIPIO DE PROPORCIONALIDAD TRIBUTARIA.- El momento a 
partir del cual debe computarse el plazo de 10 ejercicios fiscales para poder disminuir las pérdidas fiscales debe 
ser a partir del ejercicio siguiente al en que se genere la pérdida fiscal, sin que rebase el plazo de 10 ejercicios 
fiscales siguientes a ello, porque el solo hecho de que exista el plazo referido, implica el reconocimiento de que, 
dada la naturaleza del hecho imponible del impuesto sobre la renta -obtención de utilidad fiscal- previsto en la 
ley, existe una serie de vicisitudes fácticas y económicas que conllevan a que en la mayoría de los casos, al 
desarrollar cualquiera de esas actividades que deberían generar ingresos acumulables éstos no se generen, por lo 
que debe reconocerse que existe un periodo que podría denominarse preoperativo de una empresa, en el cual -por 
regla general- no se obtiene utilidad fiscal, sino por el contrario, se originan pérdidas fiscales. Consciente de esa 
situación -periodo preoperativo-, el legislador previó que esas mermas fiscales pudieran disminuirse de la utilidad 
fiscal, lo cual debe realizarse en el plazo de 10 ejercicios posteriores a su generación. La razón de esa limitante 
temporal radica en que el principio de proporcionalidad tributaria no es absoluto, sino que es dable restringirlo 
conforme al artículo 1o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. Así, el otorgamiento del 
derecho a disminuir las pérdidas fiscales de la utilidad en el plazo de 10 ejercicios hasta agotarlas y, en caso de no 
ejercerlo estando en posibilidad de hacerlo, se perderá por el contribuyente, resulta ser idóneo para apreciar la 
capacidad contributiva que se somete a imposición. Ciertamente, porque atento al principio ontológico de la 
prueba, consistente en que lo ordinario se presume y lo extraordinario se prueba, se presume que cualquier 
empresa al empezar a operar comercialmente lo hace partiendo de que en algún momento generará utilidad fiscal, 
de manera que ésta es la regla general, y sólo por excepción al actualizarse situaciones contingentes, la empresa 
operará con pérdidas fiscales. De esa forma, el artículo 57 de la Ley del Impuesto sobre la Renta, al prever el 
plazo de 10 ejercicios para poder aplicarse el derecho a disminuir las pérdidas fiscales de ejercicios anteriores de 
la utilidad fiscal, hasta agotar el monto de aquéllas, que debe computarse a partir del ejercicio siguiente al en que 
se genere la pérdida fiscal, pero sin que rebase el plazo de 10 ejercicios fiscales, respeta el principio de 
proporcionalidad tributaria”; “VOUCHERS. CARGA DE LA PRUEBA DE CARGOS EFECTUADOS 
MEDIANTE EL USO DE LA FIRMA ELECTRÓNICA.- Cuando en la contestación a la demanda, la institución 
bancaria demandada expone que las operaciones reclamadas fueron realizadas a través de medios electrónicos, 
mediante el uso de la firma electrónica del cuentahabiente que generó folios que demuestran la existencia, así 
como la validez de cada operación y exhibe copia certificada del voucher que contiene la manifestación de que el 
cargo fue autorizado con firma electrónica, debe señalarse que el banco emisor asume la carga probatoria de la 
validez de los cargos realizados y arroja al tarjetahabiente la carga de desvirtuar la fiabilidad de la firma, por lo 
que debe probar que las operaciones se hicieron a través de una mecánica distinta a la prevista contractualmente, 
es decir, sin la utilización de la firma electrónica o mediante ésta, por persona distinta al cliente, sin su 
autorización y que dio aviso a la demandada del robo, pérdida, extravío o mal uso de cualquiera de los 
dispositivos de seguridad, incluyendo la firma electrónica, ya que el cargo genera la presunción legal del 
consentimiento en la operación. Así, la distribución de la carga de la prueba en el caso de cargos efectuados 
mediante el uso de firma electrónica deberá tomar en consideración que el uso de la tarjeta de crédito tiene su 
origen en un contrato en el que el tarjetahabiente asumió el uso de la firma electrónica como fuente de 
obligaciones, que sólo él conoce y que lo único que está a discusión es si el tarjetahabiente efectuó la operación, 
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desprende del artículo 8311 del Código Federal de Procedimientos Civiles. Dicho principio se 
fundamenta en la forma natural en que suceden las cosas, por lo que si en la demostración de 

 
por lo que su cuestionamiento compete a quien lo pone en tela de juicio bajo el principio ontológico de la carga 
de la prueba, según el cual, lo ordinario se presume y lo extraordinario se prueba, siendo lo ordinario que las 
terminales punto de venta (TPV) y el sistema operativo no sean vulnerables, por lo que corresponde la carga de la 
prueba a quien alega lo contrario”; “ALIMENTOS NO BÁSICOS CON UNA DENSIDAD CALÓRICA DE 275 
KILOCALORÍAS O MAYOR POR CADA 100 GRAMOS. EL ARTÍCULO 2o., FRACCIÓN I, INCISO J), DE 
LA LEY DEL IMPUESTO ESPECIAL SOBRE PRODUCCIÓN Y SERVICIOS, AL ESTABLECER UNA 
CLÁUSULA HABILITANTE A FAVOR DEL SERVICIO DE ADMINISTRACIÓN TRIBUTARIA PARA 
DAR A CONOCER LOS ALIMENTOS DE CONSUMO BÁSICO QUE NO SERÁN OBJETO DEL TRIBUTO, 
NO VIOLA EL PRINCIPIO DE LEGALIDAD TRIBUTARIA.- El hecho de que el último párrafo del inciso J) 
citado establezca la facultad a cargo del Servicio de Administración Tributaria para que mediante reglas de 
carácter general dé a conocer los alimentos de consumo básico que no quedan comprendidos en dicho inciso, 
responde a la habilitación normativa que le concedió el legislador para que no quede sujeta al impuesto especial 
sobre producción y servicios la enajenación o importación de aquellos alimentos que si bien contienen una 
densidad calórica de 275 kilocalorías o mayor por cada 100 gramos, se consideran de consumo básico debido a su 
importancia en el consumo de la población, porque son el Instituto Nacional de Estadística y Geografía y el 
Consejo Nacional de Evaluación de la Política de Desarrollo Social quienes determinan cuáles son los alimentos 
básicos atendiendo a los criterios contenidos en la Encuesta Nacional de Ingresos y Gastos de los Hogares y en la 
canasta alimentaria rural y urbana, y es así que la autoridad fiscal aludida los da a conocer, considerando su 
importancia en la población, a partir de los datos, información y estadísticas formuladas por aquellos organismos. 
Además, la Suprema Corte de Justicia de la Nación advierte como hecho notorio que los alimentos de consumo 
básico establecidos en la regla I.5.1.3. de la Resolución Miscelánea Fiscal para 2014, publicada en el Diario 
Oficial de la Federación el 30 de diciembre de 2013, tienen importancia en la alimentación de la población, ya 
que se enlistan a partir de 3 criterios fundamentales, a saber: la cadena de trigo, donde destaca el pan no dulce 
(apartado A); la cadena de maíz, que incluye a la tortilla (apartado B); y la cadena de otros cereales (apartado C); 
alimentos que indudablemente y sin ser necesario elemento de convicción alguno que lo acredite, se consideran 
de consumo básico para la población, pues partiendo del principio ontológico de la prueba, lo ordinario se 
presume y lo extraordinario se prueba” y “CONTRATO DE PRESTACIÓN DE SERVICIOS 
PROFESIONALES. EL PAGO CONSTITUYE LA CORRESPONDENCIA AL SERVICIO PRESTADO.- De lo 
dispuesto en los artículos 2606, 2610 y 2614 del Código Civil para el Distrito Federal, se puede conceptuar al 
contrato de prestación de servicios profesionales como aquel por el que una persona llamada profesionista, se 
obliga a prestar determinados servicios que requieren una preparación técnica o un título profesional, a otra 
persona llamada cliente, quien por su parte se obliga a pagar una determinada retribución llamada honorarios. Por 
su naturaleza, el contrato de prestación de servicios profesionales es consensual, no requiere de una formalidad 
especial, sino que las partes pueden acordar libremente sus términos y condiciones; es de carácter principal 
porque no depende de otro; es bilateral porque una parte se obliga a prestar un servicio de tipo profesional, 
artístico, científico o técnico y la otra a remunerar mediante el pago de honorarios; es oneroso, ya que los 
provechos o gravámenes son recíprocos; es de tracto sucesivo, pues por regla general, las obligaciones se van 
cumpliendo a través del tiempo; excepcionalmente es de ejecución instantánea. Por ello, cuando no hay pacto 
expreso sobre el tiempo de cumplimiento de las obligaciones, debe atenderse a la naturaleza sui géneris del 
contrato, el cual conforme a las características anotadas, no es de resultado, salvo que se pacte entre las partes, 
razón por la cual, de acuerdo al principio ontológico de la prueba, que parte de la premisa de que lo ordinario se 
presume, pues se presenta por sí mismo como un elemento de prueba que se apoya en la experiencia común, y lo 
extraordinario se prueba, se concluye que por su naturaleza, en este tipo de contratos, lo ordinario es que el pago 
de honorarios se efectúe hasta el final, pues por cuestión natural, la satisfacción de la obligación principal a cargo 
del profesional, es la que hace surgir para su contraparte el correlativo deber de pago”. 
11 “Artículo 83.- El que funda su derecho en una regla general no necesita probar que su caso siguió la regla 
general y no la excepción; pero quien alega que el caso está en la excepción de una regla general, debe probar que 
así es”. Sobre este respecto se pronuncian en ese exacto sentido la Tesis XI.1o.A.T.63 A (9a.) que se lee en la 
Décima Época del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Libro VI, Marzo de 2012, Tomo 2, página 
1324 (Registro 160201); la Jurisprudencia I.4o.A. J/84 publicada en la Novena Época del Semanario Judicial de 
la Federación y su Gaceta, Tomo XXXII, Julio de 2010, página 1812 (Registro 164296) y la Tesis I.4o.A.625 A 
que se halla en la Novena Época del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XXIX, Marzo de 
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la veracidad de un hecho se presentan dos hipótesis divergentes, el juzgador ha de apoyarse en 
la operatividad del principio ontológico de la prueba, de modo que debe atenderse a la más 
creíble, según la manera ordinaria de ser u ocurrir de las cosas. El juzgador puede sustentar su 
labor decisiva en esta regla del razonamiento, a fin de justificar sus resoluciones a partir de la 
distinción objetiva entre lo ordinario y lo extraordinario, es decir, sobreponiendo la 
razonabilidad de lo que comúnmente es, por encima de lo que rara vez acontece o es poco 
creíble o improbable, salvo prueba en contrario12. 

 
2009, página 2848, que explican: “PRINCIPIO ONTOLÓGICO DE LA PRUEBA. SU APLICACIÓN EN EL 
JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO.- El principio ontológico de la prueba -conforme al cual lo 
ordinario se presume, mientras lo extraordinario se prueba- se fundamenta en la forma natural en que suceden 
las cosas. Así, quien afirma algo que está fuera de los acontecimientos naturales tiene en su contra el testimonio 
universal de las cosas y, por consecuencia, la carga de demostrar su aseveración, tal como lo ordena el artículo 
83 del Código Federal de Procedimientos Civiles; por ello, cuando a la afirmación de un hecho de esta naturaleza 
se enfrenta la de uno extraordinario, la primera merece mayor credibilidad. En tal contexto, cuando en el juicio 
contencioso administrativo el particular acredita el inicio y fin del periodo con base en el cual considera que debe 
reconocérsele un derecho, deben presumirse demostrados también los lapsos intermedios de aquél, lo cual adopta 
la expresión específica de que probados los extremos, los medios se presumen (probatis extremis, media 
censentur probata)”; “NOTIFICACIONES. CORRESPONDE AL PARTICULAR ACREDITAR CON ALGÚN 
MEDIO PROBATORIO QUE LA DILIGENCIA RELATIVA NO SE LLEVÓ A CABO EN EL DOMICILIO 
CORRECTO O CON LA PERSONA ADECUADA, EN VIRTUD DE QUE EL NOTIFICADOR GOZA DE FE 
PÚBLICA Y SUS ACTOS SE PRESUMEN VÁLIDOS.- En virtud de que los notificadores gozan de fe pública, 
la simple manifestación del particular de que la diligencia fue irregular porque no se llevó a cabo en el domicilio 
correcto o con la persona adecuada, contrario a lo circunstanciado en el acta respectiva, no puede destruir la 
presunción de validez de tal actuación, por lo que la notificación debe subsistir cuando no es desvirtuado el dicho 
del notificador con algún medio probatorio, máxime que el principio ontológico de la prueba señala que lo 
extraordinario es lo que se prueba, pues lo ordinario se presume, admite y acepta, tal como lo ordena el artículo 
83 del Código Federal de Procedimientos Civiles al expresar que "El que funda su derecho en una regla general 
no necesita probar que su caso siguió la regla general y no la excepción; pero quien alega que el caso está en la 
excepción de una regla general, debe probar que así es.". Por tanto, corresponde al particular desvirtuar el dicho 
del notificador demostrando con las pruebas conducentes, que la diligencia no se llevó a cabo en el domicilio 
correcto o con la persona adecuada” y “RESARCIMIENTO ECONÓMICO DE ROPA DE VESTIR 
EMBARGADA. EL ARTÍCULO 157, PÁRRAFO CUARTO, DE LA LEY ADUANERA, NO EXIGE QUE EL 
SOLICITANTE ACREDITE QUE AQUÉLLA PERDIÓ SU VALOR COMERCIAL POR EL SIMPLE 
TRANSCURSO DEL TIEMPO, AL TRATARSE DE UN EVENTO COTIDIANO U ORDINARIO QUE DEBE 
PRESUMIRSE CIERTO, SALVO PRUEBA EN CONTRARIO.- Cuando la obligación de devolver o pagar el 
valor de la ropa de vestir embargada deriva de una resolución jurisdiccional firme que declaró la nulidad del acto 
administrativo por virtud del cual aquélla pasó a ser propiedad del fisco federal, el artículo 157, párrafo cuarto, de 
la Ley Aduanera, no exige que el solicitante del resarcimiento económico acredite que dicha ropa perdió su valor 
comercial por el simple transcurso del tiempo, pues es evidente que la moda en el vestir -día a día o de 
conformidad con las estaciones del año- es cambiante, al tratarse de un evento cotidiano u ordinario que, atento a 
su propia naturaleza, debe presumirse cierto, salvo prueba en contrario, ya que no requiere de mayor acreditación 
para hacerse patente. Lo anterior se corrobora mediante la aplicación del principio ontológico de la prueba, que 
se traduce en considerar que lo ordinario se presume, mientras que lo extraordinario debe probarse, en términos 
del artículo 83 del Código Federal de Procedimientos Civiles”. 
12 En ese sentido es aplicable el criterio contenido en la Tesis II.1o.24 K (10a.) que se lee en la Gaceta del 
Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 39, Febrero de 2017, Tomo III, página 2335 (Registro 
2013711), que explica. “PRINCIPIO ONTOLÓGICO DE LA PRUEBA. ALCANCE DE SU OPERATIVIDAD 
PARA ACREDITAR LA PROCEDENCIA O LOS ELEMENTOS PARA EJERCER LA ACCIÓN DE 
AMPARO O CUALQUIER CONTIENDA JURISDICCIONAL.- En las contiendas jurisdiccionales pueden 
suscitarse situaciones de cuya certeza o veracidad dependa la procedencia de la acción planteada o alguno de los 
elementos necesarios para ejercerla, sea la de amparo o alguna otra. De ser así, puede ocurrir que, en torno a la 
demostración de esa certeza, concurran dos hipótesis de credibilidad más o menos posibles acerca de la misma 
situación, pero de las cuales no se tenga prueba directa de una u otra. En estos casos, el juzgador puede 
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 B) Onus Probandi.- Como se ha apuntado, el principio ontológico de la prueba parte 
de la premisa de que lo ordinario se presume y lo extraordinario se debe probar, y se funda en 
que lo ordinario se presenta por sí mismo, apoyado en la experiencia común, mientras que 
aquello que resulta extraordinario, infrecuente o incluso improbable y por ende increíble per 
se, se manifiesta carente de todo principio de prueba. Esto genera como consecuencia 
inevitable, que la carga de la prueba se desplace hacia la parte que se pretende apoyar en 
hechos extraordinarios, cuando la oposición expresada por su contraria se hace consistir en la 
presentación de un acontecimiento común, ordinario, netamente creíble por su propia 
naturaleza13. 

 
apoyarse en la operatividad del principio ontológico de la prueba y optar por dar credibilidad a la hipótesis más 
próxima a lo ordinario. En estas condiciones, conforme a dicho principio, cuando se está ante algún hecho 
desconocido y sobre éste se tienen dos hipótesis de afirmación distintas, debe atenderse a la más creíble, según 
la manera ordinaria de ser u ocurrir de las cosas. Dicho de otro modo, lo ordinario se presume frente a lo 
extraordinario, entendido esto último como lo poco o muy poco creíble, según el modo habitual o común de las 
cosas. Por tanto, el juzgador puede sustentar su labor decisiva en una regla de razonamiento, a fin de justificar 
sus resoluciones a partir de la distinción objetiva entre lo ordinario y lo extraordinario, es decir, sobreponiendo 
la razonabilidad de lo que comúnmente es, por encima de lo que rara vez acontece o es poco creíble o 
improbable, salvo prueba en contrario. Un ejemplo de lo anterior ocurre cuando, a efecto de justificar el interés 
jurídico para impugnar la constitucionalidad de una disposición fiscal con el carácter de heteroaplicativa con 
motivo de una autodeterminación, sea innecesario demostrar que el quejoso efectúa, de hecho o materialmente, la 
actividad comercial objeto del precepto referido, pues si se acredita con la constancia de situación fiscal que está 
dado de alta ante la autoridad hacendaria como contribuyente dedicado al régimen de aplicación de la norma 
reclamada, lo cual se corrobora con sus declaraciones, de las que se advierte que tributa y se autoaplica la 
disposición impugnada, dirigida a quienes ejercen esa actividad comercial; sin duda que con esos elementos 
objetivos, el peticionario logra acreditar el interés jurídico en el amparo, con independencia de si ofreció o no 
pruebas que demuestren que participa materialmente en esa actividad, pues lo jurídicamente preponderante es que 
los elementos de prueba sean suficientes para sustentar razonablemente que así es. 
13 Sobre este respecto, son aplicables los criterios contenidos en la Tesis 1a. CCCXCVI/2014 (10a.) que se 
encuentra en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 12, Noviembre de 2014, 
Tomo I, Primera Sala, página 706 (Registro 2007973); la Tesis I.4o.C.303 C que se hace constar en la Novena 
Época del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XXXIII, Febrero de 2011, página 2284 
(Registro 162892) y la Tesis I.4o.C.196 C que se ve en la Novena Época del Semanario Judicial de la Federación 
y su Gaceta, Tomo XXXI, Enero de 2010, página 2191 (Registro 165431), que expresan: “CARGA DE LA 
PRUEBA. SU DISTRIBUCIÓN A PARTIR DE LOS PRINCIPIOS LÓGICO Y ONTOLÓGICO.- El sistema 
probatorio dispuesto en el Código de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal acoge los principios lógico y 
ontológico que la teoría establece en torno a la dinámica de la carga de la prueba, cuyos entendimiento y 
aplicación facilitan la tarea del juzgador, pues permite conocer de qué forma se desplazan dichas cargas, en 
función de las posiciones que van tomando las partes de acuerdo a  las aseveraciones que formulan durante el 
juicio. Ahora bien, el principio ontológico parte de la siguiente premisa: lo ordinario se presume, lo 
extraordinario se prueba, y se funda, en que el enunciado que trata sobre lo ordinario se presenta, desde luego, 
por sí mismo, con un elemento de prueba que se apoya en la experiencia común; en tanto que el aserto que versa 
sobre lo extraordinario se manifiesta, por el contrario, destituido de todo principio de prueba; así, tener ese 
sustento o carecer de él, es lo que provoca que la carga de la prueba se desplace hacia la parte que formula 
enunciados sobre hechos extraordinarios, cuando la oposición expresada por su contraria la constituye una 
aseveración sobre un acontecimiento ordinario. Por su parte, en subordinación al principio ontológico, se 
encuentra el lógico, aplicable en los casos en que debe dilucidarse a quién corresponde la carga probatoria cuando 
existen dos asertos: uno positivo y otro negativo; y en atención a este principio, por la facilidad que existe en 
demostrar el aserto positivo, éste queda a cargo de quien lo formula y libera de ese peso al que expone una 
negación, por la dificultad para demostrarla. Así, el principio lógico tiene su fundamento en que en los 
enunciados positivos hay más facilidad en su demostración, pues es admisible acreditarlos con pruebas directas e 
indirectas; en tanto que un aserto negativo sólo puede justificarse con pruebas indirectas; asimismo, el principio 
en cuestión toma en cuenta las verdaderas negaciones (las sustanciales) y no aquellas que sólo tienen de negativo 
la forma en que se expone el aserto (negaciones formales). De ahí que, para establecer la distribución de la carga 



16 
 

 Luego, ante la existencia de un concepto acorde con el principio ontológico de la 
 

probatoria, debe considerarse también si el contenido de la negación es concreto (por ejemplo, "no soy la persona 
que intervino en el acto jurídico") o indefinido (verbigracia, "nunca he estado en cierto lugar") pues en el primer 
caso, la dificultad de la prueba deriva de una negación de imposible demostración, que traslada la carga de la 
prueba a la parte que afirma la identidad; mientras que la segunda es una negación sustancial, cuya dificultad 
probatoria proviene, no de la forma negativa, sino de la indefinición de su contenido, en cuyo caso corresponde a 
quien sostiene lo contrario (que el sujeto sí estuvo en cierto lugar en determinada fecha) demostrar su aserto, ante 
la indefinición de la negación formulada. Finalmente, en el caso de las afirmaciones indeterminadas, si bien se 
presenta un inconveniente similar, existe una distinción, pues en éstas se advierte un elemento positivo, 
susceptible de probarse, que permite presumir otro de igual naturaleza”; “DAÑOS CAUSADOS POR LA 
CONSTRUCCIÓN DE EDIFICIOS. CARGA DE LA PRUEBA.- Para efectos de la distribución de la carga 
probatoria en esa clase de controversias debe considerarse el principio ontológico, según el cual, lo ordinario se 
presume y lo extraordinario se prueba. Este principio se funda en que el enunciado relativo a lo ordinario se 
presenta como un elemento de prueba que se apoya en la experiencia común. En cambio, la afirmación atinente 
a lo extraordinario se manifiesta destituido de todo principio de prueba. Esto evidencia que una clase de 
afirmaciones cuenta con un elemento de respaldo, en tanto que la otra carece de ese apoyo. Tener ese sustento o 
carecer de él es lo que provoca que la carga de la prueba se desplace hacia la exposición de asertos sobre 
sucesos extraordinarios cuando su antítesis la constituye una aseveración sobre un hecho ordinario. Trasladar lo 
anterior a la acción de responsabilidad civil objetiva, acorde a lo previsto en los artículos 839, 1910 y 1913 del 
Código Civil para el Distrito Federal conduce a determinar, que cuando el propietario de un inmueble afirme que 
la realización de una construcción nueva de gran tamaño, colindante al inmueble propio, causó daños a éste, es 
patente que afirma una situación ordinaria, acorde con la experiencia que ha sido reconocida por la ley; en 
cambio, si quien llevó a cabo esa nueva construcción de gran tamaño sostiene que con ella no dañó el inmueble 
colindante, esa aseveración versa sobre una circunstancia extraordinaria y, por tanto, a este último corresponde la 
carga de probar su aserto, en aplicación al principio ontológico que rige en materia de prueba, principio que se 
relaciona con el artículo 281 del Código de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal. De ahí que la 
obligación de la prueba debe recaer en la afirmación que no goza de la presunción de credibilidad, pues es en las 
presunciones en donde se busca el principio superior para determinar la carga de la prueba” y “PRUEBA. SU 
CARGA EN MATERIA MERCANTIL, CONFORME A LOS PRINCIPIOS LÓGICO Y ONTOLÓGICO.- El 
Código de Comercio no es determinante e inflexible en lo que se refiere a la carga de la prueba, ya que permite 
arrojar la referida carga de demostrar, al contendiente que tenga la mayor facilidad de probar el hecho 
controvertido, aun cuando se trate de manifestaciones en sentido negativo, toda vez que, si bien resultan más 
fáciles de demostrar los hechos positivos que los negativos, estos últimos no son imposibles de probar, pero sí 
más difíciles. Particularmente se consideran aplicables cuando se trate de consumidores de servicios financieros 
como el contrato de seguro, respecto de los cuales este tribunal ha considerado que se trata de una clase cuya 
protección tiende a fortalecerse en la legislación contemporánea. El principio lógico se basa esencialmente en que 
un enunciado negativo entraña mayor dificultad probatoria que uno de carácter positivo, puesto que para el 
primero sólo se dispone de pruebas indirectas, en tanto que para el segundo, también pueden existir las directas, 
de lo cual resulta natural asignarle la carga probatoria al aspecto que es más fácil de demostrar, que es el positivo. 
El principio ontológico, conforme al cual lo ordinario se presume, en tanto lo extraordinario se prueba, se funda 
en la forma natural en que suceden las cosas, de ahí que quien afirma algo que está fuera de los acontecimientos 
naturales, tiene en su contra el testimonio universal de las cosas y, por consecuencia, tiene la carga de 
demostrar su aseveración. Los principios lógico y ontológico, se inscriben en el marco de aplicación de las 
reglas de la lógica y máximas de la experiencia que no son ajenas al campo mercantil pues, en cierta medida, se 
encuentran inmersos en los artículos 1194, 1195, 1196 y 1197 del Código de Comercio, en los cuales, si bien es 
cierto, en forma general establecen que la parte que afirma se encuentra obligada a probar, en tanto que el que 
niega sólo tendrá que hacerlo cuando su negativa envuelva una afirmación, también ordenan que corresponde la 
carga probatoria a aquel litigante que aun cuando niega un hecho, con ello desconoce la presunción legal que 
tiene a favor su contraparte, de lo que se advierte que la legislación mercantil no rechaza los postulados en los 
que se basan los principios de la carga de la prueba ya mencionados, pues, por el dinamismo que opera en las 
actividades mercantiles, en donde se realizan multiplicidad de operaciones que en ocasiones no se ajustan a 
procedimientos comerciales estrictos, pero que son cumplidos por el comerciante y por quienes contratan con 
ellos, por lo que adquieren singular importancia las presunciones; por ello, resultan imprescindibles las amplias 
facultades con las que ha dotado el Código de Comercio al juzgador en los artículos 1284, 1285, 1286 y 1306, 
para resolver los negocios judiciales sometidos a su potestad”. 
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prueba, la carga de la prueba corresponde a quien asevera que las cosas sucedieron de modo 
ajeno a lo que ocurre de manera ordinaria, de consuno con el ordinal 218 del Código Federal 
de Procedimientos Civiles14, y tal carga incluso podría gestarse con apoyo en lo dispuesto por 
el numeral 82, fracción I15 del mismo Código, en tanto quien niega que los hechos son acordes 
a las circunstancias normales u ordinarias, las niega, y dicha negativa implica la aseveración 
de un hecho positivo, como es el correspondiente a que las cosas sucedieron de modo diferente 
a lo que siempre pasa o es lo más creíble. De esa guisa, el principio ontológico de la prueba 
además descansa jurídicamente en los principios generales del derecho que rezan Qui regulam 
pro se habet transfert onus probandi in adversarium (El que tiene la regla de derecho a su 
favor, carga el peso de la prueba al adversario, Ley 5 del Título III, del Libro XIII del Digesto 
y Ley número 5, Título 3, de probationibus, del Libro 22 del Digesto); Semper praesumtio vel 
possessio, devolvit onus probandi in adversariu (La presunción y la posesión remiten siempre 
la carga de probar al adversario, Ley 11 del Título 3°, de petitione hereditatis, del Libro 3 del 
Código de Justiniano y fragmento 28 de la Ley 28, Título 32, de rei vindicatione, del Libro 3 
del Digesto) y Ei incumbit probatio, qui dicit; non qui negat (el que afirma tiene la carga de 
la prueba, no el que niega). 
 
 C) Valoración de la prueba.- Por su parte, la apreciación debe considerar el principio 
ontológico de la prueba, y sólo se podría desestimar lo normal, lo que sucede de manera 
regular, lo que es más creíble, con pruebas cuya contundencia destruya la razonabilidad del 
principio. Esta demostración es muy compleja y no parece admitir pruebas indirectas, como 
meras testimoniales, pues lo único que puede generar real convicción en el juzgador contra lo 
que es lo natural, sería la prueba objetiva y rigurosa, que demuestre a todas luces y sin lugar a 
dudas, que sucedió algo contrario a lo que era de imaginarse, a lo que la experiencia enseña y 
a lo que resulta más creíble16. 

 
14 “Artículo 218.- Las presunciones legales que no admitan prueba en contrario, tendrán pleno valor probatorio. 
Las demás presunciones legales tendrán el mismo valor, mientras no sean destruidas. El valor probatorio de las 
presunciones restantes queda al prudente arbitrio del tribunal”. 
15 “Artículo 82.- El que niega sólo está obligado a probar: 
“I.- Cuando la negación envuelva la afirmación expresa de un hecho; 
“II.- Cuando se desconozca la presunción legal que tenga a su favor el colitigante, y 
“III.- Cuando se desconozca la capacidad”. 
16 En ese sentido resulta ilustrativa la Tesis 1a. XXXV/2012 (10a.) que se ve en la Décima Época del Semanario 
Judicial de la Federación y su Gaceta, Libro VI, Marzo de 2012, Tomo 1, Primera Sala, página 272 (Registro 
2000332), que explica: “CONTRATO DE ARRENDAMIENTO DE CAJAS DE SEGURIDAD. LA PRUEBA 
CIRCUNSTANCIAL PUEDE ALCANZAR VALOR PROBATORIO PLENO ANTE LA FALTA DE 
PRUEBAS DIRECTAS, SUJETO AL CUMPLIMIENTO DE CIERTOS REQUISITOS.- Ante el problema que 
representa la falta de pruebas directas, dada la naturaleza sui géneris del contrato de arrendamiento de cajas de 
seguridad y la forma en que se sustrajeron los bienes, esto es, a través de la comisión del delito de robo, resulta 
plenamente válido acudir a la prueba circunstancial obtenida a partir de indicios que lleven a una conclusión 
razonada sobre el contenido de las cajas de seguridad. Para que la prueba indiciaria pueda alcanzar valor 
probatorio pleno, se requiere que se reúnan varios elementos que apunten en el mismo sentido y que enlazados, 
produzcan la convicción fuerte en el juzgador sobre la veracidad del hecho averiguado, tanto por la fuerza y peso 
que representa el conjunto, como porque no existen indicios en contrario que sean aptos para desvirtuar o 
disminuir considerablemente los primeros. Debe tenerse presente que la operación lógica constituye un aspecto 
medular en la valoración de los medios de prueba, porque implica la aplicación de reglas o métodos para 
distinguir el razonamiento válido del inválido, como producto de una inferencia. Asimismo, la experiencia 
general, entendida como los conocimientos que se adquieren sobre el modo en que ocurren y se perciben los 
fenómenos y acontecimientos en la vida cotidiana, son los elementos idóneos para la apreciación de la prueba 
circunstancial, pues permite reconstruir la forma en que tuvieron lugar ciertos acontecimientos, con base en el 
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 III. Consideraciones sobre el caso.- En el caso de que se trata, existen dos trabajos de 
Tesis Profesional que son idénticos. El primero de ellos dio lugar a que su autor obtuviera el 
grado de Licenciado en Derecho catorce meses antes que la segunda. Añadamos algunos 
conceptos adicionales que nos constan en tanto por esas fechas, dirigimos muchos trabajos de 
Tesis en el Seminario de Derecho del Trabajo y de la Seguridad Social al que estábamos 
adscritos, bajo la Dirección del Dr. Hugo Ítalo Morales Saldaña. 
 
 Para poder llegar al Examen Profesional, los alumnos debía seguir los siguientes pasos: 
1.- Curso.- Tomar el curso de Elaboración de Tesis que se verificaba de manera periódica, y 
que era impartido por los asesores del Seminario; 2.- Temas.- El Seminario ponía a 
disposición de los alumnos una lista de temas que resultaban interesantes a la luz de las 
sugerencias hechas por los asesores del Seminario, y cada alumno podía elegir uno de esos 
temas o cualquiera otro; 3.- Asesores.- Los alumnos podían elegir un asesor de entre los que se 
hallaban adscritos al Seminario o bien un Profesor de la Materia en la Facultad de Derecho; 4.- 
Revisión inicial.- El Asesor que se hubiere elegido, debía revisar el Título de la Tesis, el 
Capitulado propuesto y que se consignara una Bibliografía inicial mínima de veinte libros de 
doctrina, siendo que dicho Asesor podía corregir, adicionar o cambiar cualquier aspecto del 
proyecto, y sugerir otras fuentes doctrinales para su consulta; 5.- Autorización del Asesor.- 
Una vez autorizado el proyecto con la firma del Asesor, se debía hacer una Carta avalándolo, 
para que el Director del Seminario lo revisara nuevamente y de aprobarlo, se inscribiera al 
Seminario para poder comenzar a escribir la Tesis; 6.- Plazo.- Se le daba al alumno un plazo 
de un año para concluir el proyecto una vez inscrito en el Seminario; 7.- Revisiones.- El 
alumno debía presentar sus avances al Asesor, para que revisara y formulase cualquier tipo de 
correcciones, sugerencias o aclaraciones sobre lo que se iba redactando, de suerte que cada 
Asesor debía leer capítulo por capítulo de lo que se iba preparando por sus asesorados, 
haciendo imposible que  se presentaran dos trabajos iguales con el mismo asesor de tesis; 8.- 
Autorización final del trabajo.- Una vez concluido el trabajo, el Asesor debía avalarlo con una 
nueva carta, señalando que cumplía con los requisitos exigidos por la Legislación 
Universitaria; 9.- Autorización del Director del Seminario.- Al haberse autorizado por el 
Asesor, se sometía a consideración del Director del Seminario, quien una vez revisado el 
trabajo, en su caso otorgaba el imprimatur,  para que el alumno fuese a buscar en dónde 
imprimir el trabajo en un número de copias suficiente para entregar a la Biblioteca Central, a 
la Biblioteca de la Facultad de Derecho y a los Sinodales que en su momento se designasen 
para el Examen Profesional (por el número de copias que se debían entregar, no podían 
imprimirse menos de veinte ejemplares); 10.- Revisión de Estudios.- Enseguida, el alumno 
debía solicitar la revisión de estudios a la propia Universidad, para que se le entregase el 
documento que certificase que había cumplido con todas las materias necesarias para poder 
presentarse al Examen Profesional; 11.- Entrega de Ejemplares.- Se debía recabar el acuse de 
recibido de la entrega de ejemplares de la Tesis en la Biblioteca Central y en la Biblioteca de 
la Facultad de Derecho, 12.- Cartas de no Adeudo.- Asimismo, se debía recabar una 

 
conocimiento de sus partes o fragmentos, vinculados en la manera en que generalmente ocurren, si los hechos 
apuntan a que una situación se dio como sucede generalmente, sin elementos en contrario, se considera válido 
sustentar que así ocurrieron, aunque no se cuente con la prueba directa, lo que resulta de extrema utilidad para 
la aplicación del principio ontológico de la prueba: "lo ordinario se presume, lo extraordinario se prueba". Este 
conjunto conduce al descubrimiento de la verdad por los medios que aconsejan la recta razón y la lógica, como 
instrumentos del intelecto humano para obtener una decisión adecuada y correctamente sustentada en los hechos 
cuestionados”. 
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constancia de no adeudo de libros en la Biblioteca Central y en la Biblioteca de la Facultad de 
Derecho; 13.- Fecha de Examen Profesional y Designación de Sinodales.- Una vez reunidos 
los requisitos anteriormente mencionados, se solicitaba a la Facultad de Derecho que 
designase fecha y hora para el Examen Profesional, así como el citatorio para los Sinodales 
también designados por la propia Facultad; 14.- Entrega de Ejemplares a los Sinodales.- El 
alumno debía entonces buscar a cada uno de los sinodales y entregarles un ejemplar de la 
Tesis, para que cada uno de ellos le indicara cuándo podía recabar el Voto Aprobatorio de su 
parte, a afecto de entregarlos en la Facultad y poder presentar el Examen Profesional; 15.- 
Entrega de Documentos.- Contando ya con todos los Votos Probatorios, el alumno debía 
acudir a la Facultad de Derecho a entregarlos, y entonces aguardar la fecha del Examen 
Profesional. 
 
 El cumplimiento de todos y cada uno de los requisitos mencionados, podía tardar entre 
un año y un año y medio de manera normal, siendo que el plazo sólo se podía acortar si el 
alumno avanzaba más rápidamente en la redacción de la Tesis, pero los trámites universitarios 
per se, tardan varios meses de modo normal. Así, un alumno podía haber terminado la Tesis, y 
tardar varios meses hasta la fecha del Examen Profesional. 
 
 Cabe añadir que jamás se daban “ejemplos” de Tesis elaboradas a los alumnos (nunca 
lo sugirió Asesor alguno y ni siquiera se nos habría ocurrido), pues para eso era el Curso y las 
revisiones periódicas de cada capítulo. A eso se agrega que en el Seminario había Asesores 
adscritos que estaban presentes todo el día (el suscrito acudía todas las tardes), y podían 
auxiliar a los alumnos con sugerencias de Bibliografía o de perspectiva de los trabajos, fueran 
o no sus asesorados. 
 
 De esa guisa, desde el inicio de los trámites del primero en presentar el examen 
profesional hasta que lo hizo así, debieron pasar alrededor de dos años, de suerte que bajo esa 
óptica, la segunda habría estado cursando el Séptimo Semestre  de la carrera cuando el 
primero ya estaba elaborando su Tesis. 
 
 Así y bajo el principio ontológico de la prueba, el orden natural de las cosas hace 
inverosímil quien pasó todos los trámites primero, haya plagiado a quien los realizó catorce 
meses después de que el primero los concluyó. El referido principio incluso enseña que 
probados los extremos, los medios se presumen (probatis extremis, media censentur 
probata)17, de suerte que como el primer alumno necesaria e eineludiblemente debió cumplir 

 
17 Resulta aplicable al respecto la Tesis XI.1o.A.T.63 A (9a.) que se lee en la Décima Época del Semanario 
Judicial de la Federación y su Gaceta, Libro VI, Marzo de 2012, Tomo 2, página 1324 (Registro 160201), que 
reza: “PRINCIPIO ONTOLÓGICO DE LA PRUEBA. SU APLICACIÓN EN EL JUICIO CONTENCIOSO 
ADMINISTRATIVO.- El principio ontológico de la prueba -conforme al cual lo ordinario se presume, mientras 
lo extraordinario se prueba- se fundamenta en la forma natural en que suceden las cosas. Así, quien afirma algo 
que está fuera de los acontecimientos naturales tiene en su contra el testimonio universal de las cosas y, por 
consecuencia, la carga de demostrar su aseveración, tal como lo ordena el artículo 83 del Código Federal de 
Procedimientos Civiles; por ello, cuando a la afirmación de un hecho de esta naturaleza se enfrenta la de uno 
extraordinario, la primera merece mayor credibilidad. En tal contexto, cuando en el juicio contencioso 
administrativo el particular acredita el inicio y fin del periodo con base en el cual considera que debe 
reconocérsele un derecho, deben presumirse demostrados también los lapsos intermedios de aquél, lo cual adopta 
la expresión específica de que probados los extremos, los medios se presumen (probatis extremis, media 
censentur probata)”. 
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con todos los requisitos antes enunciados, es inconcuso que se debe presumir que es el autor 
original del trabajo de Tesis Profesional, y no resultan suficientes cualesquiera “testimonios” 
que se presenten en contra de los hechos reseñados, porque los testigos jamás podrían 
desvirtuar todo el proceso previamente llevado ante diversas autoridades y profesores 
Universitarios. A ello se adosa, que resulta imposible que quien asesoró a ambos, no advirtiera 
que el trabajo que supuestamente le proporcionó “como ejemplo” al primero en recibirse, 
había sido plagiado para presentar el Examen Profesional antes, lo que hace caer por tierra 
todo lo que se ha argumentado al respecto. 
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